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RADICACIÓN: 50001-31-21-001-2016-00239-01

SOLICITANTE: CAMPO ELÍAS CORREA MOJICA
OPOSITORA: DEYANIRA NIETO ZAPATA, MARTHA CECILIA CALDERÓN URIBE y OMAIRA CORREA NIETO
PREDIO: Inmueble urbano ubicado en la calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta – con folio de Matrícula Inmobiliaria provisional No. 236-70323.
En mi calidad de Procuradora Quinta Judicial II para Restitución de Tierras, con fundamento en el numeral 7º del artículo 277 de la Constitución Política, en concordancia con el numeral 1° del artículo 24, el numeral 2 del artículo 38 y el artículo 45 del Decreto 262 de 2000 y con el literal d) del artículo 86 de la Ley 1448 de 2011, comedidamente me dirijo ante su despacho con el fin de presentar CONCEPTO en relación con la solicitud de restitución de tierras de la referencia.

ANTECEDENTES

La Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas – UAEGRTD - como apoderada judicial del señor CAMPO ELÍAS CORREA MOJICA, ejerció la acción de restitución de tierras con las siguientes 
PRETENSIONES:
Que se declare que los señores Campo Elías Correa Mojica y su compañera María Claudia Malagón son titulares del derecho fundamental a la restitución de tierras respecto del predio ubicado en la en la calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta – con folio de Matrícula Inmobiliaria provisional No. 236-70323.

Que se ordene la formalización del predio reclamado a través de la adjudicación por parte de la Agencia Nacional de Tierras o del municipio de Puerto Lleras – Meta -, y la restitución del mismo.

Que se ordene la inscripción del correspondiente acto administrativo en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de San Martín – Meta-, la cancelación de todo antecedente registral posterior al abandono y la actualización de áreas y linderos conforme al fallo que se emita.

Que se constituya patrimonio de familia inembargable sobre el predio pedido en restitución, como medida de protección al derecho de dominio.
Que se ordene al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural que inscriba a la señora María Claudia Malagón y a las demás mujeres que integran el núcleo familiar, al programa de Mujer Rural.

Que se ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi - IGAC- la actualización de su registro cartográfico y alfanumérico, de conformidad con lo dispuesto en el literal p del artículo 91 de la Ley 1448 de 2011.

Que se ordene a las entidades que hacen parte del Sistema Nacional de Atención y Reparación de Víctimas (SNARIV) integrar al Solicitante y a su núcleo familiar a la oferta institucional del Estado en materia de reparación integral, y en general que se les otorguen todas las medidas necesarias para el goce efectivo de su derecho fundamental a la restitución de tierras.

Que se ordene la condonación de las sumas que se hayan causado por concepto de impuesto predial, otros impuestos, tasas y contribuciones, desde la ocurrencia de los hechos victimizantes hasta el momento en el que se profiera la sentencia, respecto al predio solicitado en restitución. 

Que se ordene al Fondo de la UAEGRTD aliviar las deudas que por concepto de servicios públicos domiciliarios de Acueducto, Alcantarillado, Aseo, Energía Eléctrica y Gas, posea la Accionante, que guarden relación con el predio a restituir, por los periodos correspondientes al tiempo trascurrido entre la fecha de los hechos victimizantes y la sentencia que ordene la restitución. 

Como fundamento fáctico se narran los siguientes 

HECHOS:

Señala el apoderado del Accionante:
Que el señor Campo Elías Correa Mojica es nacido en Soatá – Boyacá, y que por razones de tipo laboral se fue a residir a la ciudad de Bogotá en donde conoció a la señora María Claudia Malagón, su compañera permanente, y con la cual procrearon cinco hijos. Posteriormente, se marchó para el municipio de Puerto Lleras -Meta- , por cuanto se le presentó, una oportunidad laboral para transporte de material para construcción. 

Que el señor Campo Elías Correa Mojica y su familia llegaron a ocupar el inmueble pedido en restitución, el que destinaron a su vivienda, el 30 de marzo de 1999, fecha en la cual suscribieron a través de documento privado, contrato de compraventa con el señor Fulgencio Correa Rivera.

Que el precio que pagaron por el inmueble fue la suma de $1’200.000 M/C.

Que en el lote existía una casa en madera y cultivos de plátano y yuca. 

Que vivió en el predio hasta el año 2004, fecha en la que se desplazó a raíz del asesinato de su hijo, Jorge Edilberto Correa Malagón, y de las amenazas de los paramilitares, quienes le dijeron que tenían 24 horas para abandonar el predio. Que después del desplazamiento forzado no ha regresado al predio.

Que cuando llegaron desplazados a la ciudad de Bogotá declararon el desplazamiento forzado en la Personería de Bosa, y que han recibido ayuda humanitaria. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

El apoderado judicial del demandante realiza un análisis de las normas y principios que consagran el derecho fundamental a la restitución y se refiere al cambio de paradigma que implica la justicia transicional civil y agraria frente a la justicia ordinaria; en donde se señala que prevalece la autonomía de la voluntad, lógicamente en tiempo de paz, pues en los escenarios de conflicto armado las relaciones de igualdad se rompen generándose un desequilibrio que la justicia transicional busca conjurar, para lo cual, sostiene, utiliza mecanismos como la flexibilización en materia probatoria para los solicitantes, víctimas del conflicto armado interno. Por lo que, concluye, se acude a la justicia ordinaria solo de manera supletoria, pero bajo criterios de flexibilidad respecto de las víctimas.

Señala que se configura el vínculo con el predio en calidad de ocupante, lo cual se acredita plenamente con las pruebas allegadas al proceso, como son el contrato de compraventa que hizo a través de documento privado y la certificación expedida por la Personería Municipal de Puerto Lleras – Meta - en donde señala que el solicitante residió en el barrio Vocacional de este municipio, y que debió desplazarse por problemas de orden público.

Que el bien solicitado en restitución es un baldío adjudicable, de propiedad del municipio de Puerto Lleras, cuya adjudicación se rige por lo contemplado en la Ley 137 de 1959, conocida como Ley Tocaima, modificada por la Ley 388 de 1997 conforme a las cuales los municipios deben, través de un acto administrativo, transferir el derecho dominio a quienes se encuentren ejerciendo la ocupación sobre dichos inmuebles.

Sostiene igualmente, que se encuentra probada la calidad de víctima de los solicitantes, por cuanto se arrimó al proceso la documentación que acredita el asesinato de su hijo, Jorge Edilberto Correa Malagón, por paramilitares del  bloque Héroes de los Llanos, de acuerdo con el registro civil de defunción, y  lo certificado por el Fiscal Dieciséis Delegado ante Tribunal Superior De Distrito Judicial, Dirección Nacional Especializada de Justicia Transicional de la Fiscalía General de la Nación, mediante oficio de FFNNEJT 1143 del 24 de agosto de 2015, conforme a la confesión realizada por el postulado Jaime Hernán Sánchez Sánchez. 
Que debido al asesinato de su hijo, el señor Campo Elías Correa Mojica y su núcleo familiar debieron desplazarse, primero a la ciudad de Villavicencio y posteriormente a Bogotá dejando abandonado el predio pedido en restitución, y que a pesar de las anotaciones que aparecen en la ficha catastral aportada por el IGAC según las cuales el solicitante enajenó el predio pedido en restitución, existe una duda razonable, pues el señor  Campo Elías Correa Mojica, en diligencia de declaración ante la Unidad de Tierras, una vez que se le puso de presente la ficha catastral, negó haber realizado cualquier enajenación sobre dicho predio. Que además la actual ocupante señala no tener conocimiento acerca de la historia traditicia del inmueble, y que el desplazamiento forzado declarado por el Actor está amparado por la presunción de buena fe.
En síntesis, sostiene que concurren las exigencias de la Ley 1448 de 2011 para que se reconozca a los actores el derecho fundamental a la restitución respecto del predio reclamado.
Con ocasión de la demanda presentada se desplegó la siguiente,

ACTUACIÓN PROCESAL

El Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Villavicencio, admitió la demanda mediante auto de 19 de diciembre de 2016, vinculó al municipio de Puerto Lleras – Meta -, a la señora Deyanira Nieto Zapata y Martha Cecilia Calderón Uribe,  y ordenó las notificaciones del caso; por auto  del 7  de julio de 2017 vinculó al señor José Evidalio Ortegón; por auto del 27 de agosto de 2017 decretó pruebas y admitió como opositoras a las señoras Deyanira Nieto Zapata y Martha Cecilia Calderón Uribe; por auto del 26 de septiembre de 2017 decretó pruebas de oficio y vinculó a la señora Omaira Correa Nieto, por auto del 4 de diciembre de 2017 decretó nuevas pruebas y ordenó requerir. Una vez practicadas las pruebas decretadas se remitió el expediente al Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá- Sala Civil especializada en Restitución de Tierras, el que, por auto de 29 de mayo de 2018 avocó conocimiento y decretó pruebas de oficio. Recaudadas las pruebas decretadas, corrió traslado para alegar de conclusión.
OPOSICIÓN

Enteradas de la solicitud de restitución de tierras presentada por el señor Campo Elías Correa Mojica, las señoras Deyanira Nieto Zapata, Martha Cecilia Calderón Uribe y Omaira Correa Nieto, a través de apoderados judiciales designados por la Defensoría del Pueblo, presentaron escrito de oposición, argumentando lo siguiente:
DEYANIRA NIETO ZAPATA

La apoderada de la señora Deyanira reconoce en primer lugar la situación de violencia que se ha vivido en el país, principalmente en las áreas rurales, y la grave violación de derechos humanos de que han sido víctimas muchos campesinos; manifiesta que su representada es también una de ellas, quien debió desplazarse con su núcleo familiar, buscando tranquilidad, y que por tanto, el 17 de febrero del año 2010 firmó con el señor José Evidalio Ortegón un contrato de compraventa sobre el predio ubicado en la calle 9 No. 2-34 del municipio de Puerto Lleras – Meta -.

Sostiene que la Señora Deyanira Nieto Zapata actuó de buena fe al adquirir el predio pedido en restitución y que jamás supo que el mismo estuviera siendo reclamado por otra persona. Que la señora Deyanira ha ejercido posesión sobre dicho predio por más de siete años, de forma quieta, pacífica e ininterrumpida y que paga los servicios públicos domiciliarios, así como el impuesto predial, el cual aparece a nombre de la señora Martha Calderón Uribe a quien no distingue.
Indica que su poderdante desconoce los hechos que se narran en la demanda y que no ha tenido injerencia en los mismos.

Propone las siguientes excepciones de mérito:

La posesión de la ocupante es buena fe exenta de culpa.
Como sustento de esta excepción señala que la señora Deyanira no ha realizado actos ilegales generadores de despojo a la parte actora, sino que llegó al predio en busca de un lugar donde vivir; que en el caso de la señora Deyanira confluyen dos elementos importantes uno subjetivo que es la conciencia de haber actuado con lealtad, ya que aunque se trata de un bien baldío, quien se consideraba poseedor otorgó su voluntad para la venta de dicho predio; y un elemento objetivo que consiste en la seguridad de haber ejercido la posesión sin que existiera reclamación alguna.

Excepción de confianza legítima

Hace referencia a la confianza en las instituciones del Estado ante las cuales se llevaron a cabo los actos jurídicos, como es el caso de la Personería Municipal y las empresas de servicios públicos del Municipio

Condición de Vulnerabilidad de la Opositora y la no Relación Directa o Indirecta con el Despojo
Indica la apoderada de la señora Deyanira Nieto Zapata que ésta adquirió el predio en una situación de vulnerabilidad, como madre cabeza de familia, que también fue desplazada por la violencia.
El Derecho Fundamental a la Posesión
Sostiene la apoderada de la opositora que ésta ha ejercido la posesión, de manera quieta, pacífica e ininterrumpida desde hace más de siete años, e indica la importancia jurídica que tienen estos actos de dominio, resaltando la protección que otorga la Constitución de 1991 a los derechos fundamentales.

Por último, pide que con fundamento en las excepciones propuestas se nieguen las pretensiones de la demanda.

MARTHA CECILIA CALDERÓN URIBE.

Señala el apoderado de la señora Martha Cecilia que se opone a todas y cada una de las pretensiones formuladas por el Accionante, afirmando que cuando la señora Martha Cecilia compró este lote, no se le comentó sobre ningún acto de violencia o conflicto armado interno; que la casa que compró estaba muy deteriorada y que ella y su compañero José Evidalio Ortegón debieron hacer las reparaciones para poder vivir en ella.
Respecto a los hechos de la demanda afirma que se dan en un contexto histórico de violencia generalizada en el país por lo que no pueden negarse; que de esta situación también fue víctima la opositora; que la señora Martha Cecilia no tuvo injerencia en el abandono o desplazamiento de que fuera objeto el Solicitante.
Que la señora Martha Cecilia es madre cabeza de familia y víctima de desplazamiento forzado, por lo cual se haya inscrita en el Registro Único de Víctimas.

Presenta la siguiente excepción de mérito:

La Posesión del Opositor es de Buena Fe Exenta de Culpa
Como fundamento de esta excepción afirma que la señora Martha Cecilia ejerció posesión sobre predio de manera quieta, pacífica e ininterrumpida.

Solicita que en caso de no prosperar las excepciones presentadas se le compense a la señora Martha Cecilia, como poseedora de buena fe.
OMAIRA CORREA NIETO
La apoderada de la señora Omaira Correa Nieto, quien representa también a la señora Deyanira Nieto Zapata indica respecto a los hechos narrados en la demanda, que no es un secreto la situación de violencia vivida en el país por cuenta de grupos armados ilegales. Que sin embargo hacia al año 2010 la señora Deyanira Nieto Zapata, madre de la señora Omaira Correa Nieto, llegó al municipio Puerto Lleras en calidad de desplazada buscando tranquilidad, por lo que suscribe un contrato de compraventa con el señor José Evidalio Ortegón, respecto al predio ubicado en la Calle 9 No, 2-34 del Municipio de Puerto Lleras.
Que la señora De Deyanira Nieto, quien ejerce la posesión quieta pacífica e ininterrumpida de dicho inmueble decide entregar a su hija Omaira Correa Nieto,  100 metros cuadrados del predio que compró al señor José Evidalio Ortegón, para que esta viva de manera independiente con su núcleo familiar; que la señora Omaira fue beneficiaria de una casa por parte del municipio Puerto Lleras para lo cual necesitaba un lote donde construirla; que desde ese momento jerce a posesión quieta y pacífica del área de terreno que le fue entregada por la señora Deyanira Nieto Zapata.
Que la señoa Omaira no tuvo conocimiento de que este inmueble fuera reclamado por otra persona, y que desde que le fue entregada por su señora madre una parte del terreno que hoy se pide en restitución ha venido pagando los servicios públicos y el impuesto predial.
Que la señora Omaira es madre cabeza de familia y desplazada por la violencia.
Respecto a las pretensiones de la demanda solicita que se nieguen por cuanto la señora Omaira viene ejerciendo la posesión quieta y pacífica desde hace más de cinco años.
Pide que en caso de que se acojan las pretensiones de la demanda, se le reconozca a doña Omaira como segunda ocupante “y se proceda con el reconocimiento de las indemnizaciones y compensaciones a que haya lugar en virtud de lo contemplado en el Acuerdo 033 de 2016, en desarrollo del artículo 4o del Decreto 440 de 2016 y atendiendo a los principios de sostenibilidad, efectividad y carácter transformador de la restitución

de tierras…”

Presenta las siguientes excepciones:
La Posesión del Ocupante es de Buena Fe Exenta de Culpa, Confianza Legítima, Condición de Vulnerabilidad de la Opositora y la no Relación Directa o Indirecta con el Despojo y el Derecho Fundamental a la Posesión.
Como sustento de estas excepciones se plantean los mismos argumentos que en la contestación de la demanda de la señora Deyanira Nieto Zapata.

PROBLEMA JURÍDICO 

Establecer si en el caso que nos ocupa concurren los requisitos señalados en la Ley 1448 de 2011 para que surja el derecho a la restitución de tierras en favor del señor Campo Elías Correa Mojica.
CONCEPTO FRENTE AL PROBLEMA JURÍDICO 

Antes de emitir concepto en relación con las pretensiones de la demanda advierte esta procuraduría que se cumple con el requisito de procedibilidad en cuanto a que el inmueble solicitado en restitución fue registrado en el Registro Único de Tierras Despojadas y Abandonadas a través de la Resolución número 1629 del 28 de junio de 2016.

Así pues, se procede a analizar si en el presente asunto se dan los elementos exigidos por la Ley 1448 de 2011 para que surja el derecho a la restitución del predio ubicado en la Calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta –, en favor del Solicitante, y se decreten las medidas necesarias para el efectivo goce de este derecho fundamental. 

Respecto al derecho a la restitución de tierras, el Artículo 75 de la Ley 1448 de 2011, establece quiénes son titulares del mismo, en los siguientes términos: 

ARTÍCULO  75. TITULARES DEL DERECHO A LA RESTITUCIÓN. Las personas que fueran propietarias o poseedoras de predios, o explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hayan sido despojadas de estas o que se hayan visto obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los hechos que configuren las violaciones de que trata el artículo 3º de la presente Ley, entre el 1º de enero de 1991 y el término de vigencia de la Ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las tierras despojadas o abandonadas forzadamente, en los términos establecidos en este capítulo. 
Como se advierte de la lectura de la norma transcrita, para que surja el derecho a la restitución de tierras es necesario que se den los siguientes requisitos:

· Que frente al predio o predios reclamados se tenga la calidad de propietario o poseedor, o se estuviere explotando el bien baldío con la pretensión de adquirirlo por adjudicación;

· Que se tenga la condición de víctima conforme a lo establecido en el Artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, es decir, que exista un daño como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.

· Que como consecuencia del hecho victimizante haya ocurrido un despojo o abandono forzado respecto de los predios de los cuales se era propietario, poseedor o explotador de baldío con pretensión de adquirirlo por adjudicación y que este haya sido entre el 1 de enero de 1991 y el término de vigencia de la Ley 1448 de 2011. 

Se analizarán entonces las exigencias legales antes mencionadas.

1.- El Vínculo con el predio.

El primer requisito, es el vínculo con el predio, en calidad de propietario, ocupante o poseedor. 

En el caso que nos ocupa está demostrada la relación del señor Campo Elías Correa Mojica con el predio reclamado en restitución, pues se aportó al expediente contrato de compraventa contenido en un documento privado suscrito por el señor Correa Mojica, en calidad de comprador y el señor Fulgencio Correa Rivera en calidad de vendedor, en el que se indica como precio de la venta la suma de $1’200.000.
Igualmente, se tiene la declaración rendida por la señora Luz Dany Zanabria en donde ratifica la venta que hizo al señor Campo Elías Correa Mojica. En este punto vale la pena aclarar que según lo manifestado por la señora María Claudia Malagón el señor Fulgencio Correa Rivera aparece como vendedor porque él como antiguo propietario le vendió la señora Luz Dany Zanabria, pero nunca le hizo la documentación correspondiente para el traspaso. 
Aquí se advierte que  aunque a la señora Luz Dany exhibió un documento en  el que consta que ella le compró a su compañero permanente el señor Campo Elías Correa Mojica aportó con la solicitud certificación de la Tesorería Municipal de Puerto Lleras en la que se indica que el predio solicitado figura a nombre de Fulgencio Correa Rivera y se halla a paz y salvo por impuesto predial hasta el 31 de diciembre de 2003.

Otra de las pruebas que fueron aportadas al plenario que acreditan el vínculo con el predio por parte del Accionante es la certificación suscrita por el Personero Municipal de Puerto Lleras, con fecha 13 de febrero de 2004, en la que señala que el señor Campo Elías Correa Mojica residente del barrio Vocacional del Municipio de Puerto Lleras, manifestó que tuvo que desplazarse por los problemas de orden público.

Por último, también demuestran la relación que el Accionante tuvo con el inmueble reclamado, las declaraciones de los señores Ruth Morales de Cortés, Martha Calderón Uribe y José Evidalio Ortegón. 
Entonces, teniendo en cuenta que se prueba la relación con el predio, se entra a determinar de qué naturaleza es la relación que el Actor alega en su favor.
Según certificación expedida por la Tesorería Municipal de Puerto Lleras se indica que el inmueble ubicado en Calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta – es un baldío urbano de propiedad del municipio de Puerto Lleras, que cuenta con una mejora registrada a nombre de la señora Martha Cecilia Calderón  Uribe.

En relación con los bienes baldíos urbanos tenemos que la Ley 137 de 1959, conocida como Ley Tocaima, señala que se presumen de la Nación los terrenos que constituyen la zona urbana del municipio de Tocaima, (ya que estos eran bienes baldíos) y establece la cesión de los mismos en favor del municipio de Tocaima, pero condicionada a que fueran vendidos a quienes los tuvieran ocupados con mejoras, caso en el cual, si dentro de los dos años siguientes, proponían al municipio comprarlos, éste se los debería vender por el 10% del avalúo, o de lo contrario, es decir, pasado este término sin que se hiciera la oferta de compra, el municipio decidiría libremente el precio.
Esta misma reglamentación se estableció en favor de todos los municipios del país que estuvieran en igual situación.

En cuanto a la competencia para la adjudicación de los baldíos urbanos el Artículo 4 del Decreto 3313 de 1965, reglamentario de la Ley 137 de 1959, señaló:

"Artículo 4°- Los terrenos baldíos comprendidos dentro del área urbana señalada por los Concejos municipales o de aquella que resulte de aplicar el criterio del artículo 3° del decreto 59 de 1938, no serán adjudicados por el Instituto Colombiano de la Reforma Agraria, y estarán sometidos a las normas de venta contempladas en la ley 137 de 1959 y del decreto 1943 de 1960.

Posteriormente, en relación con el dominio de los baldíos urbanos la Ley 388 de 1997 "Por la cual se modifica la ley 9ª de 1989, y la ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones” dispuso la cesión de los mismos en favor de los municipios y distritos, en los siguientes términos:

"Art. 123.- De conformidad con lo dispuesto en la ley 137 de 1959, todos los terrenos baldíos que se encuentren en suelo urbano, en los términos de la presente ley, de los municipios y distritos y que no constituyan reserva ambiental pertenecerán a dichas entidades territoriales".

En el caso que nos ocupa como arriba se mencionó el bien que se solicita en restitución corresponde a un bien baldío urbano de propiedad del municipio de Puerto Lleras – Meta -. Por ende, se cumple el requisito establecido en el artículo 75 de la ley 1448 de 2011, en cuanto a que el Accionante tenía la calidad de ocupante respecto del predio pedido en restitución, al momento de la ocurrencia del hecho victimizante que se narra en la demanda.

Ahora bien, el Artículo 78 de la Ley 1448 de 2011 establece en favor de las víctimas de la violencia la presunción de buena fe e invierte la carga de la prueba de manera que, quien se oponga a las pretensiones de restitución es quien tiene la obligación de demostrar que el solicitante no cumple con las exigencias legales para el reconocimiento de este derecho fundamental. Por tanto, teniendo en cuenta que se allegaron al proceso las pruebas de la ocupación ejercida por  el señor Campo Elías Correa Mojica,  y que las opositoras, teniendo la carga probatoria, no desvirtuaron la existencia de este vínculo material con el predio, reitera esta procuraduría que se cumple con este primer requisito.

2.- Calidad de Víctima.

El segundo requisito que se identificó es la calidad de víctima, conforme a lo establecido en el Artículo 3 de la Ley 1448 de 2011.

En este punto se debe tener presente que el daño que convierte a la persona en víctima debe enmarcarse dentro de ciertos parámetros para que pueda surgir el derecho a la restitución de tierras; uno de los cuales es el temporal, pues se requiere que los hechos victimizantes hayan ocurrido entre el 1 de enero de 1991 y el término de vigencia de la Ley 1448 de 2011, como lo indica el Artículo 75 ibídem. 

En el caso que nos ocupa se narra por solicitante como hechos victimizantes el asesinato de su hijo Jorge Edilberto Correa Ortegón por parte de los paramilitares que operaban en la región, y el desplazamiento forzado de él  y su familia por amenazas de este mismo grupo.
Los hechos señalados se dieron con posterioridad al año 1991, ya que la muerte de su hijo, sucedió el 17 de mayo de 2003, como se establece del registro civil de defunción aportado al proceso. Igualmente se tiene que el desplazamiento del señor Campo Elías Correa Mojica y su núcleo familiar ocurrió con posterioridad al fallecimiento del joven Jorge Edilberto, por lo que se cumple el requisito relacionado con la temporalidad exigida en la Ley 1448 de 2011.
Otro de los requerimientos que trae la Ley 1448 de 2011 es que el daño sea consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos  Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.
Como se advierte, para efectos de la restitución de tierras la Ley 1448 de 2011 exige, tratándose de violación a los derechos humanos, que esta sea grave.
Sobre el particular tenemos que el Relator de la Naciones Unidas, Theo Van Boven, en su informe del 2 de julio de 1993 sobre el Derecho a la Reparación de las Víctimas de Graves Violaciones a los Derechos Humanos señaló conductas, que afirma, constituyen graves violaciones a los derechos humanos, entre ellas:  el genocidio; la esclavitud y prácticas similares; las ejecuciones sumarias o arbitrarias; la tortura y las penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes; la desaparición forzada; la detención arbitraria y prolongada; la deportación o el traslado forzoso de poblaciones; y la discriminación sistemática, en particular por motivos de raza o sexo.
En el asunto bajo estudio es claro que el homicidio del hijo del solicitante,  Jorge Edilberto Correa Malagón, constituye una grave violación a los derechos humanos, pues la vida es uno de los derechos más sagrados que tiene una persona natural, y el joven Jorge Edilberto Correa Malagón fue sometido a una ejecución sumaria y arbitraria por parte del Bloque Héroes del Llano de las Autodefensas que operaban en la región, quien lo asesinó afirmando que era colaborador de la guerrilla, como se acredita con el informe presentado por el Fiscal Dieciséis Delegado ante Tribunal Superior De Distrito Judicial, Dirección Nacional Especializada de Justicia Transicional de la Fiscalía General de la Nación, mediante oficio de FFNNEJT 1143 del 24 de agosto de 2015, en el que se indica que el postulado Jaime Hernán Sánchez Sánchez, desmovilizado del Bloque Héroes de los Llanos confesó el asesinato del hijo de los solicitantes.
Así pues, es indubitable que en el asunto que nos ocupa se infringió el derecho internacional humanitario, como se desprende de lo contemplado en el Protocolo II Adicional de los Convenios de Ginebra de 1949 relativo a la protección de las víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional de 1977, que en su artículo 4, numeral señala, respecto de las personas que no participen directamente en las hostilidades o que hayan dejado de participar en ellas: 
2. Sin perjuicio del carácter general de las disposiciones que preceden, están y quedarán prohibidos en todo tiempo y lugar con respecto a las personas a que se refiere el párrafo 1:
a) los atentados contra la vida, la salud y la integridad física o mental de las personas, en particular el homicidio y los tratos crueles tales como la tortura y las mutilaciones o toda forma de pena corporal;
Igualmente, se presentó una grave violación de las normas internacionales de derechos humanos con el asesinato de Jorge Edilberto Correa Malagón, ya que se trata de conductas de grupos armados ilegales caracterizadas por su sistematicidad y generalidad.
En este punto vale la pena resaltar que a pesar de que el Accionante, Campo Elías Correa Mojica, señaló en declaración rendida ante el Juzgado Primero Civil del Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Villavicencio que comprobó que su hijo era guerrillero, tal aseveración no se encuentra debidamente demostrada, pues de lo contrario no podría considerársele víctima en los términos del artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, que en el parágrafo 2°, dispone:
Parágrafo 2°. Los miembros de los grupos armados organizados al margen de la ley no serán considerados víctimas, salvo en los casos en los que los niños, niñas o adolescentes hubieren sido desvinculados del grupo armado organizado al margen de la ley siendo menores de edad.

Para los efectos de la presente ley, el o la cónyuge, compañero o compañera permanente, o los parientes de los miembros de grupos armados organizados al margen de la ley serán considerados como víctimas directas por el daño sufrido en sus derechos en los términos del presente artículo, pero no como víctimas indirectas por el daño sufrido por los miembros de dichos grupos.

Del desplazamiento alegado por los Accionares
Si bien es cierto, que como grave violación a los derechos humanos se mencionó el asesinato de Jorge Edilberto Correa Malagón no podemos perder de vista que el desplazamiento forzado por sí solo constituye también una grave violación a estos derechos.
En relación con la condición de desplazado el Artículo 1 de la Ley 387 de 1997, señala:
Artículo 1º.- Del desplazado. Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente amenazadas con ocasión de cualquiera de las siguientes situaciones:

Conflicto armado interno; disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, violaciones masivas de los Derechos Humanos, infracciones al Derecho Internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las situaciones anteriores que puedan alterar drásticamente el orden público.

PARÁGRAFO. El Gobierno Nacional reglamentará lo que se entiende por condición de desplazado” 
Como se advierte de la lectura del artículo transcrito para que se considere a alguien como desplazado se requiere que haya un traslado forzado de la persona, del lugar de residencia o del sitio de sus actividades económicas, y que este se dé dentro del territorio nacional.
En relación con el desplazamiento forzado se encuentran muchas definiciones, pero todas coinciden en que debe existir una coacción o una fuerza externa que genere la migración, la cual debe darse dentro de las fronteras nacionales.
Ahora bien, en cuanto al desplazamiento forzado del señor Campo Elías Correa Mojica y su núcleo familiar, que se afirma en la demanda, se debe tener presente que su declaración está amparada por la presunción de buena fe contemplada en el artículo 5º de la Ley 1448 de 2011. Adicionalmente, la señora Marta Cecilia Calderón Uribe en su declaración afirma que el señor Campo Elías le manifestó que deseaba vender porque estaba muy aburrido a raíz  de la muerte de su hijo. Por lo que es claro para esta Procuraduría que el desplazamiento forzado de la familia Correa Malagón del municipio de Puerto Lleras estuvo motivado por los problemas de orden público, principalmente por el asesinato de su hijo Jorge Edilberto Correa Malagón a manos de paramilitares.
Si bien es cierto que de las pruebas recaudadas en el proceso se hizo evidente que el desplazamiento de la familia Correa Malagón no se dio inmediatamente a la muerte de su hijo, sino meses después, se advierte en la declaración rendida por la señora María Claudia Malagón que su permanencia en el pueblo se hizo cada vez más difícil porque los paramilitares, según afirma, se encontraban apostados al otro lado del Río lo que les impedía continuar ejerciendo sus labores de transporte para su sustento diario. 
Entonces, si como lo sostuvo la señora María Claudia Malagón en la ampliación de declaración rendida ante el Tribunal Superior de Distrito Judicial - Sala Civil Especializada en Restitución de Tierras-, su compañero Campo Elías Correa Mojica se dedicaba a la actividad de transporte, obteniendo ingresos entre $500.000 y $600.000 por cada viaje,  y realizaba unos cuatro viajes al mes, es de pensar que no habría motivo suficiente para desplazarse del municipio de Puerto Lleras, de no mediar  una razón de peso como el temor generado por la situación de orden público que se vivía en dicho municipio. Sobre todo cuando él y su familia eran víctimas por el asesinato en la persona de su hijo. 
Así pues, considera esta agente del Ministerio Público que el desplazamiento de la familia Correa Malagón  del municipio de Puerto Lleras estuvo motivado por el asesinato de su hijo a manos de paramilitares y por el temor que esto les ocasionaba, lo que les impidió continuar viviendo en el municipio de Puerto Lleras - Meta -
Ahora bien, teniendo en cuenta que el artículo 75 de la Ley 1448 2011 exige igualmente que la infracción al Derecho Internacional Humanitario o la grave violación a las normas internacionales de Derechos Humanos se haya presentado en el marco de un conflicto armado interno procede establecer si aquí se cumple también esta condición. 
Contexto de Violencia.
En el caso que nos ocupa, la UAEGRTD presentó un documento en el que, de acuerdo con información recaudada por diferentes medios, llega a la conclusión de la existencia de conflicto armado interno en el municipio de Puerto Lleras - Meta - para la fecha en que ocurre el asesinato de Jorge Edilberto Correa Malagón.
Igualmente, con las declaraciones obtenidas a lo largo del proceso, se pudo establecer que efectivamente, para la fecha en que afirma el señor Campo Elías Correa Mojica que se desplazó del municipio de Puerto Lleras, se vivía una situación de violencia generada por grupos armados ilegales.
De esta manera se encuentra demostrado el cumplimiento del segundo requisito identificado para que surja el derecho fundamental a la restitución de tierras.

3.- Nexo Causal.
Del Daño - Ocurrencia de Abandono Forzado o Despojo 
En este punto se debe analizar si como consecuencia de la grave violación a los derechos humanos ocurrida en el marco del conflicto armado interno se presenta el daño que soporta la pretensión de restitución de tierras, es decir, que si producto de esta grave violación ocurre el abandono del inmueble por desplazamiento forzado o el despojo. 
Según lo manifestado por el solicitante, en el año 2004 a raíz del asesinato de su hijo por paramilitares, y de las amenazas que estos les hicieran en el sentido de que debían marcharse de Puerto Lleras, se desplazaron forzosamente del Municipio dejando abandonado el inmueble pedido en restitución, aunque, según afirman, se lo recomendaron a una señora llamada Cristina, quien fue la persona que les prestó la suma de $1000.000 para poderse movilizar con los enseres que tenían.
Aquí vale la pena recordar que el segundo requisito que se anotó, es decir, la condición de víctima del solicitante no ha sido controvertida en este proceso, no sólo en lo que se refiere al asesinato de su hijo por paramilitares, el cual está plenamente demostrado con el registro civil de defunción y con la certificación entregada por el Fiscal Dieciséis Delegado ante Tribunal Superior de Distrito Judicial, Dirección Nacional Especializada de Justicia Transicional de la Fiscalía General de la Nación, sino que tampoco se cuestiona el desplazamiento forzado que se afirma en la demanda.
No obstante, lo que sí es materia de discusión es si la familia Correa Malagón en su desplazamiento forzado del municipio de Puerto Lleras abandonó el predio que hoy solicitan en restitución.

Como se advierte con los escritos de contestación de la demanda, una de las opositoras es la señora Martha Cecilia Calderón Uribe, quien manifiesta que adquirió el inmueble solicitado, por compra que hizo al señor Campo Elías Correa Mojica, por la suma de un millón de pesos, producto de la venta de unas reses. Manifestación que encuentra soporte en la certificación expedida por la Tesorería Municipal de Puerto Lleras sobre los pagos de impuesto predial y el registro catastral que lleva el Instituto Geográfico Agustín Codazzi en donde aparece registrada la señora Martha Cecilia como una de las propietarias y como título cartaventa”.
También corroboran lo manifestado por la señora Martha Cecilia, las declaraciones de las señoras María Dilma Rodríguez Mahecha (Conocida como Cristina) y Ruth Morales Cortés.
Ahora bien, teniendo en cuenta que el Demandante manifiesta que al momento de marcharse de Puerto Lleras la señora Cristina (María Dilma Rodríguez Mahecha) le prestó  un millón de pesos para el trasteo, y que en el testimonio rendido por ésta, afirma no haberle prestado dinero alguno, estima esta agente del ministerio público que es posible que el solicitante se haya confundido en cuanto al título de la suma recibida, ya que todo parece indicar que el dinero que se le entregó, que corresponde también a la suma que la señora Marta Cecilia dice que pagó, fue por concepto de la compraventa del inmueble solicitado.
Considera esta Procuraduría que aun en el evento de que el señor Campo Elías Correa Mojica haya decidido vender el predio ubicado solicitado, este negocio jurídico estuvo motivado por el temor fundado de ser nuevamente él y su núcleo familiar, víctimas del accionar ilegal de los paramilitares.
Ahora bien, de los motivos de la venta tenía conocimiento la señora Marta Cecilia Calderón Uribe, pues así lo manifestó ella como su compañero permante, José Evidalio Ortegón, en sus declaraciones ante Juzgado Primero Civil del Circuito de Restitución de Tierras de Villavicencio.
Entonces, aunque no podríamos hablar de mala fe de los compradores, quienes también son campesinos que fueron desplazados a causa de la violencia, sí se configura la situación contemplada en el artículo 74 de la Ley 1448 de 2011 como despojo, ya que como lo sostuvo el señor José Evidalio Ortegón, se aprovechó que el señor estaba vendiendo barato el inmueble, y las razones, como ya se dijo, eran conocidas por la señora Martha Cecilia Calderón Uribe.
Adicional a lo anterior se debe tener en cuenta que según lo indicó la señora Marta Cecilia el precio por el cual compró fue la suma de un millón de pesos, mientras que en el documento privado, conforme al cual el señor Campo Elías Correa Mojica adquirió el inmueble reclamado, se señala que el precio pagado fue de $1’200.000, lo que hace evidente que se vendió por un menor valor.
Así pues, en el caso que nos ocupa ocurren unos hechos victimizantes en el marco del conflicto armado interno, dentro de la temporalidad señalada en la Ley 1448 de 2011, que motivaron la pérdida  por parte del Actor de su vínculo con el predio solicitado.
En relación con lo que se entiende por despojo y abandono forzado de tierras el artículo 74 de la Ley 1448 de 2011, dispone:
ARTÍCULO 74. DESPOJO Y ABANDONO FORZADO DE TIERRAS. Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos asociados a la situación de violencia.
Se entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o permanente a la que se ve abocada una persona forzada a desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la administración, explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su desplazamiento durante el periodo establecido en el artículo 75.
(…)
Así pues, es evidente que se cumplen los requisitos identificados, para que proceda la restitución de tierras.

Ahora bien, la restitución de tierras es una de las medidas de reparación integral contempladas en el artículo 25 la Ley 1448 2011, que va más allá del restablecimiento de una situación anterior, que en la mayoría de los casos implicaría volver al restituido a una condición de pobreza y extrema vulnerabilidad, o a la informalidad respecto a la tenencia de tierra.
La restitución de tierras tiene una vocación transformadora. Por ende, supera la simple devolución al(a) beneficiario(a) a un estado anterior al hecho victimizante, ordenando, por ejemplo, la formalización de la propiedad, la incorporación laboral y/o la implementación de proyectos productivos que lleven a una verdadera recomposición del tejido social deteriorado por tantos años de conflicto y sufrimiento.
En el presente asunto se tiene claridad sobre la ocupación del Solicitante del predio ubicado en la calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta –  ya que, como se evidencia de las pruebas allegadas con la demanda y las recaudadas a lo largo del proceso, se trata de un baldío urbano de propiedad del municipio de Puerto Lleras, respecto del cual el señor Campo Elías Correa Mojica compró a la señora Luz Dany Zanabria las mejoras realizadas en dicho inmueble. 
En consecuencia, esta procuraduría solicita de manera respetuosa que se decrete en favor del señor Campo Elías Correa Mojica y de su esposa, María    Claudia Malagón, con quien convivía para la fecha de ocurrencia de los hechos victimizantes, la restitución del predio en la ubicado la calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta –  y se ordene al municipio de Puerto Lleras – Meta –, que con el cumplimiento de las disposiciones legales, se les adjudique el mencionado inmueble.
En cuanto a las opositoras, Deyanira Nieto Zapata y Omaira Correa Nieto, se debe tener presente que el Artículo 91 de la Ley 1448 de 2011 contempla el derecho a la compensación para los opositores que se ven perjudicados en razón de la restitución que se ordene respecto del predio que han adquirido de buena fe exenta de culpa.
Sin embargo, esta buena fe exenta de culpa que exige desplegar un comportamiento que va más allá de la simple creencia de estar actuando debidamente, no debe mirarse con la misma rigurosidad tratándose de personas en situación de vulnerabilidad, como lo indica la Sentencia C - 330 de 2016 de la Corte Constitucional.
Así pues, en el caso de la señora Deyanira Nieto Zapata se advierte que se trata de una persona que también fue víctima de la violencia al haber sido desplazada junto con sus hijos. Además de que tiene una formación académica precaria, por lo que no sería dable exigirle una buena fe exenta de culpa en el negocio jurídico que realizó para la adquisición de las mejoras en el predio pedido en restitución. Bastaría en este caso tener presente el acervo probatorio que da cuenta de que adquirió la casa lote ubicada en la calle 9 No. 2-34, Barrio Vocacional del municipio de Puerto Lleras – Meta –   por compra que le hizo al señor José Evidalio Ortegón en el año 2010.

No obstante, se debe tener presente que lo que adquirió la señora —— no fue el derecho de dominio, ya que tratándose de bienes inmuebles la tradición solo se realiza con el registro de la escritura pública de compraventa. Por tanto, lo que verdaderamente compró la señora Deyanira Nieto Zapata es la ocupación de un baldío urbano que le daría la posibilidad de adjudicación, expectativa que no podría dar lugar a una compensación por parte del Estado, pues la situación jurídica pretendida no se ha consolidado.
En consecuencia, se estima por parte de esta Agente del Ministerio Público que no hay lugar a compensación en el caso que nos ocupa para los segundos ocupantes que son las señoras Deyanira Nieto Zapata y Omaira Correa Nieto, aunque sí, teniendo en cuenta la caracterización que ya se les realizó, se les deben de brindar los beneficios establecidos legalmente para las personas que se hallan en situación de vulnerabilidad como en la que ellas se encuentran.
En cuanto a la señora Martha Cecilia Calderón Uribe, no habría lugar tampoco a compensación alguna, primero porque su compañero permanente. Con o sin su autorización, vendió el inmueble pedido en restitución, segundo porque no tenía la propiedad sobre el mismo y tercero porque no acreditó buena fe en la negociación realizada con el solicitante. 
Atentamente,
[image: image2.png])

PROCURADURLA
SENERY e IR




MARILIN ESTHER RAMÍREZ REINES

Procuradora 5° Judicial II para Asuntos Agrarios y de Restitución de Tierras

Procuradora 5 Judicial II de Restitución de Tierras

Procuraduría General de la Nación

 Carrera  10 No. 16- 82, piso 8,  Bogotá D.C.   

PBX: 5878750 Ext: 14833


